
DICTAMEN No. 204 
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día veinticinco de octubre de mil novecientos ochenta y cuatro, adoptó el 
acuerdo que copiado literalmente dice así:  
Número 159. Se da cuenta con consulta elevada por el conducto reglamentario, 
formulada por la Presidenta p.s. de la Sala de lo Penal del Tribunal Provincial 
Popular de La Habana que es del siguiente tenor:  
"En nuestra provincia se viene confrontando el problema relativo a la 
construcción de viviendas por pequeños agricultores en terrenos de su 
propiedad sin la previa autorización del organismo correspondiente, los cuales 
no obstante comunicárseles la paralización de la obra, y multarlos por la vía 
administrativa continúan la ejecución de la misma hasta su terminación, con el 
consiguiente perjuicio para las tierras en producción, a pesar de facilitárseles 
por el Gobierno Provincial solares para tales fines en zonas determinadas. 
Ante esta situación nuestra interrogante surge a partir del Dictamen 164 de 
fecha 19 de julio de 1983, de ese propio Consejo de Gobierno, pues en el 
mismo se señala que `sólo podrá surgir una acción penal cuando el obligado a 
cumplir una sentencia civil ejecute actos previstos como delito para impedir la 
ejecución ´, y si como tales, pueden considerarse, no la negativa a cumplir, sino 
la iniciación de una obra o la continuación de una iniciada, no obstante una 
prohibición realizada por funcionario público en el ejercicio de sus funciones 
con las formalidades establecidas e integrar el delito de desobediencia previsto 
y sancionado en el artículo 159.1 del Código Penal". 
El Consejo, a propuesta del Presidente de la Sala de lo Penal, acuerda evacuar 
la consulta en los términos del siguiente: 
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En el dictamen 164 de 19 de julio de 1983 se declara que la mera negativa del 
demandado a cumplir la sentencia recaída en un proceso civil no constituye 
delito, porque en esa esfera del derecho se regula el procedimiento para la 
ejecución forzosa de la sentencia; y el actor viene obligado a utilizar esa vía a 
fin de ejecutar la declaración judicial; en consecuencia, sólo si el ejecutado 
comete alguno de los delitos previstos en el Código Penal es que surge la 
acción penal para perseguir al autor de ese hecho; por tanto, se le debe decir al 
consultante que en cada hecho concreto se debe determinar si reúne o no los 
elementos típicos de algún delito. 


